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Capítulo IV: 
La función social de la propiedad, 

el capital y la actividad económica

38.º — La propiedad privada tiene 
una función social y, en consecuencia, 
estará sometida a las obligaciones 
que establezca la ley con fines de bien 
común. Incumbe al Estado fiscalizar la 
distribución y la utilización del campo o 
intervenir con el objeto de desarrollar e 
incrementar su rendimiento en interés 
de la comunidad, y procurar a cada 
labriego o familia labriega la posibilidad 
de convertirse en propietario de la tierra 
que cultiva. La expropiación por causa 
de utilidad pública o interés general 
debe ser calificada por ley y previamente 
indemnizada. Solo el Congreso impone 
las contribuciones que se expresan en 
el artículo 4.° Todo autor o inventor es 
propietario exclusivo de su obra, inven-
ción o descubrimiento por el término 
que le acuerda la ley. La confiscación de 
bienes queda abolida para siempre de 
la legislación argentina. Ningún cuerpo 
armado puede hacer requisiciones ni 
exigir auxilios de ninguna especie en 
tiempo de paz.

39.º — El capital debe estar al 
servicio de la economía nacional y 
tener como principal objeto el bien-
estar social. Sus diversas formas de 
explotación no pueden contrariar 
los fines de beneficio común del 
pueblo argentino.

40.º — La organización de la 
riqueza y su explotación tienen por fin 
el bienestar del pueblo, dentro de un 
orden económico conforme a los prin-
cipios de la justicia social. El Estado, 

mediante una ley, podrá intervenir 
en la economía y monopolizar deter-
minada actividad, en salvaguardia 
de los intereses generales y dentro 
de los límites fijados por los derechos 
fundamentales asegurados en esta 
Constitución. Salvo la importación y 
exportación, que estarán a cargo del 
Estado, de acuerdo con las limita-
ciones y el régimen que se determine 
por ley, toda actividad económica 
se organizará conforme a la libre 
iniciativa privada, siempre que no 
tenga por fin ostensible o encubierto 
dominar los mercados nacionales, 
eliminar la competencia o aumentar 
usurariamente los beneficios.

Los minerales, las caídas de 
agua, los yacimientos de petróleo, de 
carbón y de gas, y las demás fuentes 
naturales de energía, con excepción 
de los vegetales, son propiedad 
imprescriptible e inalienable de 
la nación, con la correspondiente 
participación en su producto que se 
convendrá con las provincias.

Los servicios públicos perte-
necen originariamente al Estado, 
y bajo ningún concepto podrán ser 
enajenados o concedidos para su 
explotación. Los que se hallaran en 
poder de particulares serán trans-
feridos al Estado, mediante compra 
o expropiación con indemnización 
previa, cuando una ley nacional lo 
determine.

El precio por la expropiación de 
empresas concesionarias de servicios 
públicos será el del costo de origen de 
los bienes afectados a la explotación, 
menos las sumas que se hubieren 
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amortizado durante el lapso cumplido 
desde el otorgamiento de la concesión 
y los excedentes sobre una ganancia 
razonable que serán considerados 
también como reintegración del 
capital invertido. 


